Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 17:07). 
—Dese cuenta de un asunto entrado. 
(Se da del siguiente). 


«Mensaje y proyecto de ley remitido por el Poder Ejecutivo por el que se designa con el 
nombre de “José D'Elía” a la Escuela Taller N* 380 — Discapacitado Intelectual, departamento de 
Montevideo, dependiente del Consejo de Educación Inicial y Primaria, Administración Nacional de 
Educación Pública». 


—Damos la bienvenida a la decana de la Facultad de Ingeniería de la Universidad de la 
República, ingeniera Simón, al director del Instituto de Computación, ingeniero Robledo, y a los 
integrantes de dicho instituto, ingeniero Risso y doctora Díaz. 


SEÑORA SIMÓN.- En nombre de la Facultad de Ingeniería agradecemos a los señores Senadores por 
recibirnos. 


Voy a hacer una breve presentación de las personas que me acompañan: el director del 
Instituto de Computación, ingeniero Robledo —<especialista en el tema que estamos tratando, 
que no es exclusivamente técnico, sino ciudadano-; el ingeniero Risso, integrante del instituto —trabaja 
especialmente en tráfico internacional, por lo tanto, puede ser un buen asesor si surgieran dudas o se 
requiriera una explicación más detallada sobre el tráfico y los pagos que debe hacer el Estado 
uruguayo por las distintas soluciones—, y la doctora Díaz, que también trabaja con nosotros, 
especialmente en el área de la privacidad de datos y del derecho informático que rige sobre este tipo 
de cuestiones, que es toda una área que está naciendo en el derecho. Es sumamente importante 
porque es la que salvaguarda una nueva modalidad de transacciones y de compartir información que 
estamos cultivando en forma intensa durante estos últimos años. 


Voy a hacer muy brevemente la puesta a punto y la historia del tema, y después hablaré 
sobre las últimas novedades porque ayer tuvimos una reunión muy importante, a la que me referiré 
después. 


A través de la prensa se dio a conocer un proyecto para alojar datos de usuarios del Plan 
Ceibal —niños, adolescentes, y docentes— en lo que llaman la nube. Se trata de almacenar datos en 
muchos lugares, que no se especifican, dentro de la empresa Google, para el Plan Ceibal. Esto nos 
causó ciertas preocupaciones sobre distintos aspectos; algunas de ellas tienen que ver con el tipo de 
privacidad de los datos. Como sabemos, desde hace relativamente poco —después de la creación de 
Agesic—, en Uruguay existen leyes sobre datos públicos y personales —hay derecho a reclamar, sea 
quien sea— y también sobre su privacidad. Un acuerdo de este tipo somete las posibles controversias a 
la justicia de otros países, en este caso, de los Estados Unidos y, por lo tanto, ya no queda encuadrado 
en nuestra legislación. En particular, esto es doblemente preocupante en el caso de menores. Por otra 
parte, también debemos estar alertas por algunas políticas que, en definitiva, a veces se asumen, con 
una neutralidad total, como decisiones meramente técnicas pero que tienen incidencia sobre políticas 
educativas y temas de largo plazo. Entre ellas está el no gestionar los datos, es decir, el guardarlos 
como si eso no costara nada cuando, en realidad, todo cuesta en la vida. Estoy hablando de que no 
tener cultura de gestionar o de tratar los recursos como finitos que son, tampoco parece una buena 
formación para los niños y adolescentes. 


Por último, muchas veces se dice que estas cosas son gratis, pero no lo son. Entre 
almacenar localmente y hacerlo de forma remota la diferencia es que el Estado uruguayo paga, a 
través de Antel, enlaces internacionales que son bastante caros; tiene que aumentar el tamaño de esos 
enlaces internacionales que, insisto, se arriendan a precios bastante elevados. No quiero decir 


números, pero para la propia Antel siempre es más barato almacenar localmente que hacerlo de forma 
remota. Está claro que para almacenar localmente también se necesitan inversiones de máquinas, de 
discos, de almacenamiento y, además, un mantenimiento y hasta un gasto de energía eléctrica —si nos 
vamos a fijar en todos los componentes—, pero para almacenar remotamente es necesario pagar un 
tráfico internacional. 


Vale destacar que siempre nos pusimos a disposición para colaborar con ANEP y con el Plan 
Ceibal, como no puede ser de otra manera y como ya lo venimos haciendo. Los técnicos que están 
trabajando en el Plan Ceibal son prácticamente todos egresados de nuestras carreras de Computación 
o de Ingeniería Eléctrica. Además, se han desarrollado posgrados en el ámbito del Plan Ceibal. Quiere 
decir que no son extraños ni desconocidos y nuestra disposición fue la de colaborar con ellos y 
ponernos en una actitud proactiva para encontrar soluciones mejores. 


La resolución del Consejo Directivo Central sobre este asunto —que fue necesariamente 
bastante general- dice lo siguiente: «Vista la difusión pública sobre un acuerdo que habría sido 
alcanzado entre el Plan Ceibal y la Administración Nacional de Educación Pública (ANEP) con la 
empresa Google, para alojar información de los usuarios del Plan Ceibal en servidores administrados 
por la empresa (en “la nube”), el Consejo Directivo Central de la Universidad de la República resuelve: 


a) Expresar que las TIC —Tecnologías de la Información y la Comunicación— proveen herramientas 
sumamente provechosas para la Educación en sus diversos niveles, incluyendo la alfabetización digital 
de los ciudadanos para facilitar el pleno ejercicio de sus derechos constitucionales a la libre 
información y opinión. 


b) Considerar que las medidas concretas para un tal desarrollo de las TIC —Tecnologías de la 
Información y la Comunicación— deben estar en concordancia con otras políticas generales del Estado, 
y ser objeto de la debida información pública, habilitando a la discusión de sus aspectos técnicos, 
económicos, políticos y jurídicos. 


C) Manifestar su honda preocupación por la posible aplicación de un acuerdo sin la requerida discusión 
previa y donde queda en cuestión la protección de los datos personales de los menores de edad 
alumnos de la ANEP, en clara discordancia con la normativa vigente en nuestro país. 


d) Llamar la atención sobre el necesario análisis cuidadoso de todos los costos implicados para el país, 
por la solución tecnológica que se resuelva implementar, pues no hay ninguna opción que no implique 
inversiones o gastos en algún nivel o etapa de su realización. 


e) Ponerse a inmediata disposición de la ANEP, del Plan Ceibal y de la sociedad en general para 
colaborar activamente en la discusión abierta y minuciosa de alternativas eficaces, en el plano 
tecnológico, social y económico y que sean garantes de la protección de los derechos consagrados por 
la legislación nacional». 


Esta resolución se tomó un día y más o menos al otro día se nos notificó de una resolución 
de la Agesic —Agencia de Gobierno Electrónico y Sociedad de la Información y del Conocimiento—- que 
hace muchas consideraciones de tipo legal, muy detalladas y específicas. Allí expresa que el acuerdo 
se adecua a las disposiciones normativas vigentes en materia de protección de datos personales. Eso 
surge de la lectura del contrato que se firmaría. Tengo que aclarar que en el momento en que 
comenzamos a discutir el tema, ese contrato no se conocía. Aparentemente figuraba en algún sitio 
web, pero eso no es una garantía de que algo sea conocido. No sabemos si estaba; en todo caso, no 
lo conocíamos y, además, no fue discutido públicamente. La resolución de nuestro Consejo de la 
Facultad de Ingeniería —quiero poner en fechas este proceso porque ha cambiado día a día—, que no 
leo porque es más o menos análoga a la del Consejo Directivo Central, es del 18 de junio. En esa 
época no conocíamos gran parte de estas cosas, las cuales se estaban llevando adelante entre la 
gente del Plan Ceibal y de Google; la ANEP no estaba en conocimiento. 


El día 7 de julio hubo un dictamen de la Unidad Reguladora y de Control de Datos 
Personales —que es un desconcentrado de la Agesic— en donde expresa que el acuerdo se adecua y 


establece una serie de recomendaciones. Este documento es público y seguramente los señores 
Senadores lo tienen en su poder. Entonces, allí se incluye una serie de recomendaciones en materia 
de informar claramente y publicar los documentos denominados Google Apps for Education —como 
también algunos otros— en forma separada y en un lenguaje sencillo. Es decir, hacen a la difusión. Y 
también plantea recabar el consentimiento de los padres, tutores o curadores de los estudiantes o 
menores de edad destinatarios de los servicios. Esta sería un poco la cronología de los hechos. 


Con respecto a dar opciones, es decir, recabar el consentimiento, también nos preocupa y 
nos preocupó desde que supimos del asunto, el derecho de aquellos que no suscribieran el acuerdo. Si 
estamos hablando de recibir la misma educación, la misma información y la misma actividad, todos los 
estudiantes o menores deberían tener garantizado ese derecho. Entonces, se podría llegar a generar 
una división o desigualdad de condiciones entre estudiantes o alumnos. 


En el día de ayer hubo una reunión en el rectorado, en la que participaron varias personas, 
entre ellas, el rector de la Universidad, tres de las personas que estamos aquí -—la señora Díaz no 
pudo concurrir—, representantes de Agesic, del Ministerio de Industria, Energía y Minería, del Plan 
Ceibal, de ANEP, el Presidente del Codicen y personal de Antel. 


En lo personal, diría “haciendo un resumen muy escueto de los resultados de una larga 
reunión en la que participó mucha gente— que Antel puede brindar ese tipo de servicio. Luego de hacer 
un balance —que es el mismo que teníamos a priori-, surge que al país le resulta más conveniente 
brindar esos servicios en forma local que en forma remota por los gastos de tráfico en que incurre. 
Además, se puede implementar el desarrollo de contenidos, que es un área de mucho interés y en la 
que, eventualmente, pueden colaborar también empresas privadas nacionales con las que, a pesar de 
no haber estado presentes en la reunión, la Facultad de Ingeniería se contactó a través de la CUTI, 
Cámara Uruguaya de Tecnologías de la Información. 


En definitiva, como resultado de la reunión surge que la Universidad de la República será 
invitada a integrar de modo permanente la Comisión del Plan Ceibal, en la que participan la ANEP, 
Agesic, el Plan Ceibal y el Ministerio de Educación y Cultura. Asimismo, se cometió a la ANEP, a Antel 
y al Plan Ceibal estudiar la posibilidad de implementar soluciones de forma local que sean adecuadas y 
lo suficientemente buenas para la aplicación que se pretende generar que es, fundamentalmente, el 
almacenamiento de datos. 


¿Por qué el almacenamiento de datos es tan importante? Porque las máquinas del Plan 
Ceibal, las XO o las ceibalitas, tienen una capacidad de almacenamiento muy limitada. Si bien están 
estupendamente diseñadas para lo que son: máquinas de trabajo intenso para enlazarse a través de 
internet —con propiedades que las hacen muy deseables para los niños, como, por ejemplo, que se 
puedan utilizar a la luz solar o que siempre tengan conexión de wifi, ya que los niños no se quedan en 
un mismo lugar-, lo cierto es que tienen muy poca capacidad de almacenamiento. Y en la medida en 
que los usuarios desarrollan más aplicaciones y usos, y generan más videos y datos, necesitan una 
mayor capacidad. 


Colocar más disco en cada una de las máquinas no es conveniente por resultar muy costoso; 
además, requeriría de un mantenimiento que es bastante más caro por ser el disco un elemento móvil, 
y las ceibalitas no tienen elementos móviles. Por lo tanto, sería una solución cara, difícil de mantener y, 
por ende, no practicable. Entonces, lo que se establece es guardar datos en otro lado, en algún centro, 
en alguna nube. Estamos estudiando la diferencia entre la nube de Google y la de Antel, que también 
puede tener su nube nacional. De hecho, Antel tiene un data center muy importante en Pocitos —tal 
vez los señores Senadores lo sepan- y otro en construcción en Pando. 


Si el señor Presidente está de acuerdo, me gustaría que las personas que me acompañan 
hicieran uso de la palabra a efectos de brindar mayor información. 


SEÑOR ROBLEDO.- El análisis cronológico realizado por la señora decana es correcto. 


En principio, la inquietud nació del Instituto de Computación y también de un grupo de actores 
externos al instituto. Si bien las preocupaciones tenían varias aristas, las principales se basaban, 
básicamente, en la soberanía de los datos, en el tipo de datos que se estaba manejando, en realizar un 
adecuado análisis de costos y también en buscar alternativas que no estuvieran fuera del país. 


El Instituto de Computación tiene un fuerte componente académico, allí hay gente muy bien 
formada en temas de telecomunicación e informática. Nos pusimos en contacto con gente de Antel y 
mantuvimos reuniones formales. Se nos comunicó que los representantes del Plan Ceibal y de ANEP 
no se habían contactado formalmente y que Antel podría estar en condiciones de desarrollar, 
eventualmente, una solución local al tema. 


Entonces, por un lado, nos preocupaba la cuestión de la soberanía de datos, así como 
también los costos que esto podía implicar para el país y, en particular, el hecho de que esto arrastrara 
a nuestra empresa de telefonía nacional, Antel, hacia costos no previstos. La idea era que Antel 
buscara una solución al respecto, en conjunto con otros actores. Asimismo, nos preocupaba también el 
tema pedagógico y la cuestión del almacenamiento infinito. Pedagógicamente, desde pequeños 
nuestros padres nos enseñaron a optimizar los recursos. La mayoría de nuestros cuerpos docentes se 
ha formado a nivel de maestría y doctorados y hemos estudiado en centros de investigación de fuste a 
nivel mundial. En Europa, cuando alguien va a hacer un doctorado, se le da un espacio limitado de 
disco y con eso hay que manejarse. Es así: hay que optimizar los recursos que uno tiene para su 
trabajo y para la vida académica. 


Al principio no teníamos claro cuál era el problema que se intentaba resolver. Nosotros, 
siendo ingenieros, siempre queremos encapsular un problema y saber cuál es la mejor solución para 
él. Sin embargo, reitero: no teníamos claro cuál era el problema que se intentaba resolver con esto. 
Después asumimos que se trataba del almacenamiento de espacio en disco, de ciertas aplicaciones a 
correr por los niños y de direcciones de correo. Y a través de entrevistas y reuniones con diferentes 
actores, en particular con Antel, fuimos confirmando que a nivel nacional podía desarrollarse una 
solución adecuada a esas prestaciones. 


En definitiva, todo lo que he mencionado ya lo ha dicho la decana. 


El tema de los costos no era menor. Con relación al impacto sobre el ancho de banda 
internacional, podemos decir que si se avanzara con una solución de este tipo, con Google, sería 
importante —por decirlo de algún modo- el tráfico internacional. A ello habría que agregar la inversión 
en servidores locales para hacer cacheado de datos, etcétera. Lo sabemos porque el Instituto de 
Computación tiene 45 doctores en informática, muchos de ellos especializados en 
telecomunicaciones; inclusive algunos de ellos han trabajado 25 años en Antel. Es el caso de Claudio 
Risso, doctor en informática que trabajó 20 años en Antel, habiéndose especializado, justamente, en 
tráfico. 


Rápidamente, no bien vimos cómo venía el acuerdo, identificamos ese problema y tratamos 
de buscar soluciones alternativas. Nos pusimos a disposición para buscarle solución a esto, sobre todo 
en lo que tiene que ver con la soberanía de los datos. Se trata de datos críticos de información de los 
niños y considero que es saludable y pertinente que eso esté almacenado en este país. Ante cualquier 
conflicto hoy en día, algún problema que surja con alguna de estas cuentas que se abra, tendríamos 
que dirimir esto en Santa Bárbara de California. 


La reunión de ayer, convocada por el rector Roberto Markarian, fue bastante clave. Creo que 
se inició un camino que entendemos o tenemos la esperanza de que llegue a buen puerto y que con la 
ayuda de Antel se implemente una solución nacional a esto. 


SEÑOR RISSO.- Quería agregar algo que no se comentó: el costo de esto para los usuarios. Antel 
expresa que es más conveniente, para sus costos internos, alojar esto localmente, como una solución 
desarrollada a nivel nacional. El plan original de Google implica costos para muchos de los usuarios 
finales, o sea, los estudiantes, por el hecho de que una buena parte de ellos hace uso de servicios 
gravados en tráfico que Antel exonera de tráfico. En nuestro país el tráfico educativo está exonerado 


desde hace un par de años; todos los dominios edu y uy Antel los exonera del cargo de los servicios 
por uso. Una buena parte de los hogares, principalmente de la educación pública, tiene servicios 
Universal Hogares, que tienen un límite de tráfico de 1 GB, a partir del cual uno tiene que pagar por 
hacer uso adicional. Eso no afecta los servicios educativos cuando están alojados nacionalmente, 
porque Antel los puede exonerar, pero en el caso de Google escapa a las posibilidades de Antel. 
Aunque quisiera, tecnológicamente no se puede. Entonces, la implementación a través de Google 
podría derivar en que buena parte de los estudiantes se verían dificultados en el acceso a esos datos, 
que en definitiva forman parte de la educación diaria, porque incluyen, por ejemplo, los deberes que la 
maestra les envía. Ese es un tema que se ha conversado poco pero que nos preocupaba desde el 
principio. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dejamos constancia de que hemos recibido la visita de varios integrantes de 
la Comisión de Educación y Cultura de la Cámara de Representantes, a quienes habíamos invitado a 
sugerencia de la señora Senadora Moreira. Concretamente, están presentes el señor Presidente de la 
Comisión, Sebastián Sabini, el señor Diputado Mario García y las señoras Diputadas Graciela Bianchi, 
Claudia Azambuya y Manuela Mutti. 


SEÑORA DÍAZ.- Quiero referirme, muy brevemente, a cuestiones básicas de protección de datos. 


Ante todo, hay una resolución de Agesic, que no pretendo cuestionar, porque lo que la hace 
la Unidad de Protección de Datos de ese organismo es tomar un contrato y analizar sus cláusulas. Lo 
que ocurre es que no se expide con respecto a qué pasa si se incumple ese contrato y qué 
antecedentes hay en ese sentido. Aquí la cuestión central es que si hay incumplimiento de contrato, 
hay que acudir a los tribunales de Santa Bárbara, California, Estados Unidos, de manera que la ley 
aplicable no es la nuestra. Y las personas que están usando eso no saben —porque no tienen por qué 
conocer la ley de Estados Unidos— qué ley rige. 


Tengo aquí una extensa lista de antecedentes al respecto. A mediados del año pasado, por 
ejemplo, Google perdió un juicio específicamente por el uso de Google Apps for Education en Santa 
Bárbara, California. En esa instancia sus abogados admitieron que sí se escaneaban los mails de los 
estudiantes. Lo que se dice es que se deshabilita la posibilidad de ofrecerles publicidad, pero no se 
está diciendo que se escanean los mails de los estudiantes para otros fines. En ese juicio se les 
preguntó para qué fines se utilizaba la información y la respuesta fue que se usaba para generar 
perfiles a fin de ofrecer publicidad por fuera de los servicios centrales que se brindan, que son los de 
Gmail y Drive. Es decir que cuando el estudiante estaba navegando por YouTube, por otro sitio web 
que hubiera contratado los servicios de Google o por el propio buscador de Google, no corría el 
contrato. En ese caso Google perdió el juicio porque no había avisado esto. 


Por otra parte, desde el año 2012 el Grupo 29, que es el conjunto de todas las unidades de 
protección de datos de Europa, le hizo observaciones a Google y le expresó que estaba totalmente en 
contra de su política de privacidad, porque no era veraz y no era clara con respecto a qué hacía con los 
datos. Hasta ahora Google viene peleándola; es más, tengo aquí un listado de todas las multas que le 
han impuesto. Pero no han cumplido. Hay un compromiso de Google en tratar de acomodar esto para 
mediados de este año, pero he estado buscando la información y no sé si esto se ha concretado. Creo 
que no, porque de lo contrario tendría que haber sido una noticia muy importante en Europa, donde 
vienen peleando hace rato en este tema. Francia es el país que lidera en este tema. Si ellos, que 
tienen unidades de protección de datos con experiencia y además tienen el Grupo 29, que es la unión 
de protección de datos a nivel de Europa, no han podido con Google, siento que aquí hay una 
verdadera indefensión. 


SEÑORA SIMÓN.- Me parece relevante que, tal como señaló el ingeniero Risso, se incurriría en costos 
por parte de los particulares, aunque se quisiera eximir, porque no hay manera de distinguir ese tráfico 
educativo. 


Hay mucha gente que tiene contratadas las llamadas «tarifas planas». Sin embargo, hay otros 
que no cuentan con eso. Por ejemplo, el servicio Universal Hogares tiene un límite. 


Si se trata de tráfico educativo e identificable como tal no le cobran, pero si no pueden 
identificarlo como educativo no tienen manera de no cobrarle. El límite de un giga termina siendo no 
tan alto, sobre todo cuando son varias personas las que utilizan el servicio. Es un excelente servicio, 
pero si se incurre en costos suplementarios, le cobran. Esa es la idea. 


El otro aspecto que quiero señalar es que hay algunas personas que dicen que Google es 
una excelente empresa. Nosotros no estamos diciendo que sea mala, lo que dice la doctora Díaz es 
que hay antecedentes. Y si Agesic dice que el contrato está bien, nosotros no vamos a discutir, pero si 
hubiera controversias —y las ha habido—, se resolverían bajo una jurisdicción extranjera. 


Nada más. Muchas gracias. 
SEÑORA PASSADA.- Antes que nada, quiero agradecer la participación de nuestros invitados. 


Quiero señalar que hace pocos días recibimos a la señora Ministra de Educación y Cultura y 
a todo el equipo de la ANEP, ocasión en que este tema fue abordado. En pocos días vamos a estar 
tratando este tema con las autoridades del Plan Ceibal. 


Debo decir que me parece importante el resguardo que tomó la propia ANEP en la 
conformación de esa Comisión que creó dentro de la Administración. En ella van a participar todos los 
miembros que tuvieron, inclusive, la reunión en el día de ayer. Y según tengo entendido, ese equipo 
multidisciplinario —y con la mirada fundamental de un involucrado tan directo como es la propia ANEP— 
nos da las debidas garantías de que el tema está siendo abordado con la mirada de todos. Nosotros, 
desde la Comisión, también estamos haciendo un seguimiento. 


A su vez, intercambiamos con algunos miembros la tranquilidad de que, a nivel del abordaje, 
no hay un acuerdo que establezca que este trabajo esté llegando inmediatamente a los niños o a los 
adolescentes porque esto precisa —ya sea con Google o con Antel- un protocolo de utilización. 


Nos parece que llegamos con el tiempo suficiente como para que el tema sea abordado con la 
seriedad, la dedicación y la garantía necesarias, debido a que todos están participando. 


Además, quiero insistir en el hecho de que me parece oportuno que la ANEP haya conformado 
esa Comisión. Sé que esto está planteado a nivel de docente. Y en una población tan alta de 
profesores de enseñanza media superan los veinte mil-, los que están haciendo uso de esto 
son unos mil quinientos o mil seiscientos docentes. 


Insisto, me parece que estamos en un tiempo importante para abordar el tema con todos los 
actores correspondientes. Consideramos que sería oportuno brindar a nuestros invitados las versiones 
taquigráficas y los acuerdos que nos dejaron hace unos días las autoridades de la enseñanza, así 
como lo que pueda surgir de las distintas reuniones que mantengamos los próximos días en la 
Comisión. 


SEÑORA MOREIRA.- Buenas tardes. Celebro que hayan venido representantes de la Comisión de 
Educación y Cultura de la Cámara de Diputados. Es un gusto, también, recibir a la delegación que nos 
visita. 


Quisiera formular cuatro preguntas. La primera de ellas tiene que ver con el almacenamiento. 
¿Qué sucede con la dirección de correo electrónico que se le da al estudiante? Esa es una pregunta de 
ignorante porque creo que va todo junto, se le da una dirección de correo electrónico y, al mismo 
tiempo, se le permite subir material a la nube. 


Por otra parte, cuando concurrieron los ingenieros se habló con el ingeniero Brechner, quien 
dijo que el acuerdo comienza con los docentes y, en todo caso, con los estudiantes. Ahora, luego del 
documento de Agesic se incorporarían políticas por las cuales los padres tendrían que dar permiso a 
los niños, y destaco que estamos hablando de unos 350.000, lo que implica otro tiempo. En síntesis, 


parece que habría una propuesta alternativa y la segunda pregunta es si ésta también incorporaría a 
los docentes. Entiendo que la conversación sobre esto todavía estaría muy verde; parecería que 
tendríamos un acuerdo a dos tiempos que comenzaría a funcionar para los docentes pero no para los 
niños. Entonces, si se hace una propuesta alternativa, ¿sería para los niños y los docentes? 


El otro tema que quiero plantear es que me gustaría saber cómo va a seguir trabajando la 
Comisión, porque la verdad es que yo me enteré muy alegremente por el diario que la misma se había 
reunido. Creo que es una buena noticia que supongo surge a partir del comunicado del Consejo 
Directivo Central, pero quisiera saber cómo va a seguir trabajando y si tienen alguna estimación del 
tiempo que le llevaría a Antel producir una propuesta alternativa para esto. 


SEÑOR CARÁMBULA.- En realidad, las preguntas de la señora Senadora Moreira me incluyen. 
Celebro lo que se ha dicho aquí en Comisión por parte de la delegación que nos visita en el sentido de 
que Antel puede realizar esto, lo que es muy importante. Además, también me parece muy bueno que 
se haya conformado este equipo multidisciplinario, con delegados de la Universidad, ANEP y Antel, lo 
que nos da la enorme garantía de que esta herramienta se encaminará hacia un destino que todos 
queremos. Por lo tanto, mi pregunta sería en qué tiempo se puede estimar que este grupo de trabajo 
comience a llegar a ciertas concreciones sobre el tema. 


SEÑORA SIMÓN.- Debo reconocer que cuando hablé cometí una omisión, pero lo que sucede es que 
en ese momento teníamos un conocimiento parcial del problema que se quería resolver, ya que 
pensábamos que se trataba solo de almacenamiento y, en realidad, también está lo relativo a las 
cuentas para mail. Como se sabe, las cuentas de mail también generan un volumen muy grande en la 
medida en que muchos usuarios —si revisamos nuestra conducta podemos ser algunos de ellos— 
guardan información allí y no en otro lado y, por lo tanto, conservan mails durante mucho tiempo. 
Entonces, las cuentas se van engrosando y el problema tecnológico entonces era el almacenamiento 
en disco pero también lo vinculado a las cuentas de mail. 


En cuanto a los docentes, efectivamente ya se empezó a trabajar y los datos que manejamos 
son totalmente coincidentes con los que mencionó la señora Senadora Passada, es decir que 
alrededor de un 4% han iniciado el trámite para obtener una cuenta o ya la han obtenido. En lo 
personal, desde mi ignorancia me sorprendió que fueran tan pocos, dado que pensé que el porcentaje 
sería mayor, pero se explica que lo que sucede es que no se han desarrollado muchos contenidos 
específicos y, entonces, las personas para los contenidos generales que ya están en la red, se arreglan 
con los usuarios que ya tenían. Generar un usuario específico dentro del programa educativo tiene 
sentido cuando hay una comunidad dentro y se desarrollan contenidos educativos. 


Quisiera hacer un comentario sobre el consentimiento de padres o tutores. Efectivamente, 
recogerlo llevará un cierto tiempo, pero quiero insistir sobre lo que ya dije, aunque no sé si con la 
suficiente claridad, en el sentido de que esto no es tan voluntario. Está claro que en determinado 
momento ya no se podrá estar fuera, porque si soy el único de la clase que no tengo un usuario, estoy 
generando exclusión. 


En cuanto al tiempo que la Comisión se dio para trabajar, determinamos que será de un mes. 
En realidad, en el día de ayer no formamos una Comisión porque la misma ya existía en Anep, pero se 
le asignó un nuevo cometido entre los que ya tenía y, además, se invitó a la Universidad de la 
República a integrarla en forma permanente porque eso no era así. Por lo tanto, el informe se hará 
dentro de un mes. Mientras tanto, Antel ha dicho que puede ir alojando 770.000 usuarios, lo que es una 
cantidad importante. Esta cifra refiere a usuarios nuevos, entre chiquilines y liceales de la enseñanza 
pública y privada. Incluso, los usuarios de la pública alcanzan los 185.000. 


El Uruguay tiene unos 860.000 u 870.000 usuarios de datos de Antel de la forma que sea. 
Por lo tanto, las cantidades son comparables; no es una cosa menor. 


De todas maneras, no todos serán usuarios enteramente nuevos, porque muchos ya tienen 
alguna forma de tránsito de datos; será una comunidad de unos 770.000 usuarios. Ahora bien, no se 
generarán todos de golpe, por cuanto Antel tendrá los tiempos necesarios para alojar a los usuarios. 


Hay cálculos que Antel no mencionó en ese momento —no voy a detallar números—, pero 
tenemos la impresión de que lo que pudiera ser una inscripción inicial le da y le sobra con lo que ya 
tiene Antel. Después podrá seguir creciendo de acuerdo con la demanda. 


Creemos que este plazo de un mes será el de respuesta, y la primera solución se podrá 
implementar en algún mes más, para luego ir creciendo en la medida en que los usuarios lo requieran. 


Quiero hacer una consideración con respecto a los tiempos, porque me parece un tema a 
destacar. 


Tenemos claro que el tiempo de demora es importante, porque no tener implica un costo. Si 
hubiéramos esperado a tener soluciones tecnológicas óptimas, como por ejemplo todas las escuelas 
conectadas a datos para entregar la primera computadora del plan Ceibal, hubiéramos demorado 
mucho. Insisto: no tener o no disponer de algo, tiene un costo. 


Ahora bien, adoptar soluciones provisorias o aparentemente provisorias también conlleva un 
costo porque en general devienen en permanentes. 


Piensen los señores Senadores en el inconveniente que les significaría cambiar su número 
de teléfono celular. Si ya empiezan con cierta solución tecnológica es muy difícil cambiar. Entonces, si 
alguien nos dijera «haremos eso durante algunos meses mientras se hace otra cosa», esto también 
traería aparejado peligros importantes, como el hecho de que luego no sea reversible. 


En definitiva, tenemos claro que el costo de no tener es importante. Por otra parte, no se 
puede decir que esta generación no tendrá esto, pero sí la que viene —eso no hace a la cuestión; 
estoy hablando de plazos mucho más cortos— pero, además, el costo de creer que algo es provisorio 
hace que muchas veces sea permanente. Es como decir provisorio para siempre. 


Quiero hacer un par de comentarios más. 


En la reunión de ayer —muy multipartidaria, podríamos decir— evalué muy bien dos cosas. En 
primer lugar, lo que empezó como un movimiento ciudadano —porque empezó siendo un movimiento 
de personas aisladas— devino en una reunión de la oficialidad con la cantidad de integrantes 
mencionados. En segundo término, destaco que nos reuniéramos y, lo más importante, que 
existiéramos, porque en ese momento no existía ni Ceibal, ni Agesic ni muchos de los problemas ahí 
citados, porque son de crecimiento. 


Creo que estamos en un buen camino. Gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Presidencia agradece la presencia en esta sesión de la señora decana y 
de los representantes del Instituto de Computación. Los comentarios han sido muy ilustrativos. 


SEÑORA SIMÓN.- Nosotros somos los agradecidos. 
SEÑOR PRESIDENTE.- No habiendo más asuntos, se levanta la sesión. 


(Son las 17:48). 
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